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INFORME COMPLEMENTARIO 

ACTUALIZACIÓN DEL SECRETARIO GENERAL DE LA OEA A LOS INFORMES SOBRE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA PRESENTADOS ANTE EL CONSEJO PERMANENTE EN ABRIL DE 2007 Y MAYO DE 2010

INTRODUCCIÓN

Este Informe Complementario se presenta de conformidad a lo solicitado por el Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos (OEA), en su sesión ordinaria del 30 de marzo del presente año, para dar cumplimiento al mandato contenido en el párrafo operativo 14 de la Resolución de la Asamblea General  AG/RES 2555 (XL-0/10) “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana (CDI)”.
/ El Consejo dispuso que, a fin de llevar a cabo el diálogo sobre la eficacia en la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, el Secretario General actualizará a diciembre de 2010 los informes sobre la Carta Democrática Interamericana que presentó al Consejo en abril de 2007 y en mayo de 2010. 

El Informe consta de tres secciones: 

En la Sección I titulada  “Principales Acciones de Apoyo a la Democracia posteriores a mayo de 2010” se desarrollan los temas relacionados con la promoción de la democracia, las elecciones y los casos de implementación del capítulo IV  de la Carta ocurridos con posterioridad a mayo de 2010 cuando fue presentado el último informe sobre este tema. 

En esta actualización se incluyen el análisis de tres situaciones en particular. Primero, la aplicación de la CDI ante el intento frustrado de golpe de Estado perpetrado en contra del Gobierno Constitucional del Ecuador el 30 de septiembre de 2010. Segundo, el estado del proceso aún en marcha con relación a Honduras, cuya suspensión de la Organización sigue vigente y respecto de la cual se han realizado gestiones en el período más reciente. Tercera, las acciones realizadas para la preservación de la democracia en Haití  que  conllevaron un importante esfuerzo para la Misión de Observación Electoral de la OEA que, por primera vez, se realizó en conjunto con CARICOM. 

Se excluye lo relativo al diferendo surgido a partir de la denuncia de Costa Rica de la ocupación por parte de Nicaragua de territorios al Sur del Río San Juan por considerar que ese asunto - en el cual la OEA jugó un papel fundamental- corresponde a las actuaciones que se practican en cumplimiento de la Carta de la Organización de Estados Americanos y no de la Carta Democrática Interamericana. 

En la Sección II titulada  “Otros asuntos relacionados con la democracia contenidos en la CDI”  se hace referencia a temas específicos consignados en  informes anteriores, especialmente aquellos en los que se han producido hechos o situaciones que podrían ser consideradas en una discusión sobre la eficacia de la CDI.  

Es preciso recordar que los dos informes anteriores han puesto el acento en el hecho de que la Carta Democrática Interamericana contiene una definición de democracia que va mucho más allá de su generación y su defensa. La CDI no se limita a las observaciones electorales y las crisis: las definiciones de sus tres primeros capítulos constituyen un conjunto muy completo de principios que los Estados Miembros se comprometen a promover y respetar.  Por ello, en los informes anteriores también se ha hecho referencia al conjunto de actividades que dicen relación con la aplicación cotidiana de los principios de la Carta por la Secretaría General y sus órganos.

Para seguir el Informe de mayo de 2010, este informe contiene varias referencias a la prevención y defensa de la democracia, la solución pacífica de controversias, los procesos electorales, el sistema de protección de los derechos humanos, la gobernabilidad, la probidad y la promoción de los valores democráticos, la lucha contra la discriminación, los derechos de la mujer y la cooperación para el desarrollo integral y la erradicación de la pobreza; todos ellos con fundamento en alguno de los artículos de la Carta Democrática. Todos estos temas han tenido una continuidad en el segundo semestre de 2010 y comienzos del 2011

En la Sección III  titulada “Propuestas para mejorar la efectividad de la Carta Democrática Interamericana” se incluyen algunas ideas acerca de posibles iniciativas que podrían mejorar la efectividad en la implementación de dicho instrumento, sin modificar su contenido actual.
SECCIÓN I

PRINCIPALES ACCIONES DE APOYO A LA DEMOCRACIA POSTERIORES A MAYO 2010

1.- Ecuador

El 30 de septiembre de 2010 tuvo lugar en el Ecuador un intento frustrado de golpe de Estado que puso en riesgo el orden democrático, la institucionalidad democrática y el estado de Derecho. El detonante de este intento fue una asonada policial con el pretexto  de la aprobación de una nueva Ley de Servicio Público que, según los dirigentes de los amotinados, eliminaba algunos beneficios que recaían sobre dicha fuerza pública. Sin embargo, como se constató durante el devenir de los acontecimientos, ninguno de los insurrectos parecía conocer los contenidos de la referida Ley. 

Varios locales policiales a lo largo del país fueron tomados, así como también el aeropuerto de Quito, que fue cerrado por gente uniformada que formaba parte del movimiento insurrecto. La intención era crear una situación de caos e ingobernabilidad y obligar al Gobierno, en el caso mínimo, a ceder por completo y, en el caso máximo, a provocar una desestabilización y la caída del Presidente de la República. Sin embargo, la llegada del Presidente Rafael Correa Delgado al Regimiento 1˚ de Quito - lugar donde se inició la asonada- para abrir un diálogo con los sectores movilizados, habría truncado el plan original. 

Ante la agresión física sufrida por el Primer Mandatario, éste fue trasladado al Hospital de la Policía, donde permaneció retenido por 10 horas –aproximadamente- hasta que fue rescatado por miembros de la Fuerza de Elite.  Mientras que la asonada tenía lugar y la sociedad quedaba sin protección policial, se produjeron saqueos y hechos de violencia. Varias personas, incluyendo altos funcionarios del Gobierno, resultaron agredidas e inclusive hubo disparos contra la escolta y los miembros de la Fuerza de Elite cuando éstos rescataron al Presidente del hospital. Más aún, un policía perdió su vida durante dicho operativo. Los impactos de bala en el auto presidencial evidencian que hubo un intento por asesinar al Presidente Correa.

El mismo 30 de septiembre, mientras se desarrollaba el intento desestabilizador, el Consejo Permanente de la OEA fue convocado a una reunión extraordinaria por petición de la Representante Permanente del Ecuador ante la Organización. 

En este caso se constató la violación de la Carta Democrática Interamericana en uno de los componentes fundamentales del ejercicio de la democracia según lo establecido por el Artículo 4: “La subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida” y se consideró que se estaba ante un claro “intento de alterar el orden democrático en un Estado miembro”, situación configurada en los artículos 17 y subsiguientes   de la Carta Democrática (especialmente el artículo 20). 

Por ello, la resolución del Consejo Permanente CP/Res. 977 (1772/10) “Situación en la República del Ecuador”, aprobada por unanimidad, determinó: 

“1.
Repudiar cualquier intento de alterar la institucionalidad democrática.

2.
Respaldar decididamente a la República del Ecuador y al gobierno del Presidente Rafael Correa Delgado en su deber de preservar el orden institucional, democrático y el estado de derecho.

3.
Hacer un enérgico llamado a la fuerza pública del Ecuador y a los sectores políticos y sociales a evitar todo acto de violencia y cualquier otro acto que pueda exacerbar una situación de inestabilidad política, atentando contra el orden democrático instituido, la paz social y la seguridad pública. 

4.
Solicitar al Gobierno del Ecuador que continúe informando sobre el desarrollo de los acontecimientos en ese país a fin de tomar las acciones apropiadas para fortalecer y preservar la institucionalidad democrática.

5.
Pedir al Secretario General que brinde toda la cooperación de la Organización a solicitud del Gobierno del Ecuador para preservar la institucionalidad democrática en ese país”. 

En cumplimiento de la resolución del Consejo Permanente, el SG se trasladó a Ecuador para mostrar el pleno respaldo de la Organización al orden democrático y al Gobierno legalmente constituido del Ecuador. El SG fue la primera autoridad internacional que llegó al lugar de los hechos, al día siguiente y se entrevistó en Quito con el Presidente Rafael Correa y el Canciller Ricardo Patiño. El Secretario pudo verificar “in situ” el retorno pleno a la normalidad democrática, como producto del rechazo de la inmensa mayoría de los ecuatorianos de que se produjera un quiebre del orden democrático, la falta de respaldo político al intento de alteración de la institucionalidad democrática, la clara decisión de las Fuerzas Armadas FAA de apoyar al Gobierno del Presidente Correa y la solidaridad internacional inmediata y unánime. 

Los mecanismos externos de defensa colectiva de la democracia, activados oportuna y eficazmente, jugaron un rol clave. La reacción inmediata de la OEA, en la sesión extraordinaria celebrada por el Consejo Permanente, la resolución aprobada por aclamación por los 33 Estados Miembros en el marco de la Carta Democrática Interamericana y el traslado inmediato del Secretario General al lugar de los hechos, fueron una aplicación oportuna de nuestros recursos para contener la situación de crisis, disuadir a los sectores desestabilizadores y evitar un golpe de estado en el Ecuador. 

2.- Honduras
La Asamblea General de la OEA celebrada en junio de 2010, por medio de la “Resolución sobre la Situación en Honduras” AG/RES.2531 (XL-O/10),  instruyó al Secretario General a conformar una Comisión de Alto Nivel para analizar  la evolución de la situación política en Honduras y presentar sus recomendaciones a la misma a más tardar el 30 de julio de 2010.  La Comisión sesionó durante dos meses y entregó su informe el 29 de Julio.
Entre sus conclusiones y recomendaciones, la Comisión identifica la existencia de dos obstáculos que impiden un consenso entre los estados miembros para terminar con la suspensión de Honduras en la OEA: los juicios iniciados durante el régimen de facto en contra del ex Presidente Zelaya y sus colaboradores, en los días posteriores al golpe de 2009; y la necesidad de acciones concretas de cumplimiento de recomendaciones de la CIDH. 

Por otra parte, la Comisión de Alto Nivel tomó nota con satisfacción de la disposición de la Comisión de la Verdad  y la Reconciliación para examinar los temas de violaciones a los derechos humanos en el contexto del golpe de Estado; así como de  la disposición favorable del Presidente Lobo para  convocar a un diálogo nacional entre  todos los  sectores políticos, en el cual se discutan los temas de interés de todas las partes, con el objetivo de lograr la reconciliación de la sociedad hondureña.

En los meses siguientes a la presentación del Informe de la Comisión de Alto Nivel se concretaron varios hechos  que, si bien no cambian sustancialmente la cuestión de fondo en lo que respecta a la situación jurídica del ex Presidente Zelaya en su país, sí constituyeron avances en la línea de las recomendaciones formuladas por dicha Comisión. El Presidente Zelaya fue incorporado como miembro del Parlamento Centroamericano, lo cual si bien no tiene ningún efecto en términos de inmunidad, tiene el importante contenido simbólico de que reconoce al ex Presidente como el último Presidente Constitucional de Honduras.

Un hecho muy relevante de los últimos meses ha sido la aprobación por el Congreso de Honduras de una reforma constitucional que establece el plebiscito como forma válida de introducir reformas en la Constitución hondureña, que es precisamente el tema que Manuel Zelaya buscó introducir, motivando las acusaciones de ilegalidad que sirvieron de pretexto a su derrocamiento. Más allá de esto, la introducción del plebiscito abre las puertas a procesos institucionales de reforma y aumenta así la posibilidad de una reconciliación nacional permitiendo canalizar las demandas de reformas a través de medios legales y pacíficos. 

En los meses siguientes a la presentación del Informe de la Comisión de Alto Nivel, el tema de los juicios pendientes y el retorno incondicional del Presidente ha seguido estando al centro del debate sobre la reintegración de Honduras a la OEA, con una posición cada vez más abierta y decidida del Presidente Lobo a favor de su anulación. La Corte Suprema designó un “juez natural” para examinar el mérito de los juicios; pero el juez se limitó a dejar sin efecto las órdenes de detención contra Zelaya, sin anular los cargos. Los defensores de oficio del ex Presidente han apelado de esta decisión y el caso debería ser resuelto dentro de una o dos semanas  a la fecha de presentación de este informe.

Si el Tribunal decidiera a favor del Presidente Zelaya, se eliminaría el obstáculo fundamental y sería posible convocar a la Asamblea General para resolver sobre el retorno de Honduras. Pero si este camino fracasa, será difícil obtener un consenso suficiente para ello. La prolongada situación de exclusión de un país cuyo gobierno ha reiterado muchas veces su voluntad de poner fin a la suspensión es inconveniente para la Organización.

En materia de derechos humanos, las fuerzas partidarias del ex Presidente  Zelaya han denunciado reiterados abusos, a pesar de las medidas que el Presidente Lobo ha tomado para fortalecer la acción gubernamental en la materia. La falta de juicios y la continuación de acciones represivas siguen siendo un problema, que seguramente será abordado por la Comisión de Verdad y de la Reconciliación, cuando entregue sus conclusiones próximamente. 

Finalmente, cabe señalar que un hecho relevante de los últimos meses ha sido la aprobación por el Congreso de Honduras de una reforma constitucional que establece el plebiscito como forma válida de introducir reformas en la Constitución hondureña. Este fue precisamente el tema que el ex Presidente Zelaya buscó introducir con su iniciativa y que motivó las acusaciones de ilegalidad que sirvieron de pretexto para su derrocamiento. Más allá de esto, la introducción del plebiscito abre las puertas a procesos institucionales de reforma y aumenta así la posibilidad de una reconciliación nacional permitiendo canalizar las demandas en este tema con medios jurídicos y pacíficos. 

3.- Haití. 
El tema de Haití ha estado presente con alta prioridad desde hace más de cinco años en la OEA,   pero adquirió una importancia aún más inmediata en la segunda mitad del año pasado. El papel de la OEA en Haití ha sido fundamentalmente político, apoyando  el desarrollo de un nuevo padrón electoral y luego de un Registro Civil, observando las elecciones y promoviendo el diálogo político. En el año de elección presidencial, en que nos correspondía tanto apoyar al Consejo Electoral Provisorio (CEP) como organizar una Misión de Observación Electoral, nuestro papel pasó a ser muy central contando con el apoyo de toda la comunidad internacional.

Después de un período completo de gobierno democrático del Presidente René Preval, contando ya con autoridades electorales supuestamente mucho más preparadas que en la elección de 2006, con un padrón electoral, el primero digitalizado de la historia de Haití, con credenciales modernas y seguras para cada elector, se podría pensar que se trataría de un esfuerzo mucho menor para la OEA y que la elección sería más concurrida y normal que la anterior.

Pero ocurrió todo lo contrario, a raíz especialmente de una cadena de hechos negativos desde comienzos de 2010. Inmediatamente después del trágico terremoto de Enero, muchos sugirieron que la elección no debía realizarse y que era necesario generar un período provisional por al menos un par de años, a la espera de que la situación de normalizara, sin que nadie precisara nunca, sin embargo, en qué consistiría ese período provisional y si ellos significaba prorrogar al gobierno o encontrar una fórmula distinta, sin elección.

Desde un principio el Presidente Preval mantuvo la posición de que las elecciones debían realizarse en las fechas fijadas, en lo cual fue apoyado por toda la comunidad internacional. La OEA afirmó entonces que era necesario preservar en cualquier circunstancia el proceso democrático y que no realizar las elecciones sería un retroceso. Los obstáculos eran enormes, mayores aún de lo que se preveía en ese momento, pero estábamos convencidos de que no había otra alternativa, precisamente en el marco de nuestra Carta Democrática Interamericana.

Los problemas políticos fueron el obstáculo principal. Algunos, especialmente grupos empresariales y de la sociedad civil, seguían insistiendo en que no debían realizarse las elecciones; la fuerza política ligada al ex Presidente Jean Bertrand Aristide, Famli Lavalas, intentó una presentación de candidatos sin los requisitos necesarios y, al ser rechazada por el CEP, quedó nuevamente al margen de las elecciones; la desconfianza hacia el CEP y su capacidad y disposición de llevar a cabo una elección limpia había ido en aumento; y todo ello en el marco de una gran insatisfacción con las operaciones de emergencia y reconstrucción, que más allá de las responsabilidades objetivas, era canalizada fundamentalmente hacia el Gobierno y, subsidiariamente hacia la comunidad internacional. Esta última se vio particularmente afectada por el surgimiento de la epidemia de cólera y por las difundidas acusaciones de que habría sido traída a Haití por soldados asiáticos de la MINUSTAH. 

A todo este cuadro político y social se unían los obstáculos al proceso electoral mismo. Los graves efectos que tuvo el terremoto sobre la ya precaria administración del gobierno haitiano se hicieron sentir también en la organización de las elecciones y en la efectividad del CEP.                 El sistema electoral haitiano es desde ya muy complejo y la enorme cantidad de candidaturas a todos los cargos hace difícil el proceso. En las condiciones de catástrofe en que aún se encuentra el país, la acción del CEP, la instalación de centros de votación, la preparación de los materiales y las comunicaciones fueron aún más difíciles que en cualquier proceso anterior, lo cual aumentó la desconfianza de muchos.

Conocedores de esta situación, instalamos desde muy temprano la Misión de Observación Electoral Conjunta de la OEA y el CARICOM, encabezada por el Secretario General Adjunto del CARICOM, embajador Colin Granderson. A lo largo de varios meses, la Misión trabajó con el CEP e hizo ver, en cada paso, las dificultades que se iban presentando y proponiendo soluciones.

Sin embargo, a pesar de todo el esfuerzo, la elección se realizó en un clima mucho más negativo que las de 2006 y ello se reflejó en una afluencia visiblemente menos de ciudadanos a las urnas. Mientras en Enero de 2006 había largas filas de ciudadanos a las 6 AM cuando se comenzaron a abrir las casillas electorales, ahora no había filas y el proceso tardó en iniciarse. En medio de esta primera impresión comenzaron, a media mañana, las denuncias de fraude en las que participaban, además de los candidatos sin ninguna posibilidad de elegirse, los candidatos de oposición con mayor votación. Se acumulaban informaciones acerca de presuntos fraudes electorales y la confusión alcanzaba igualmente a los representantes internacionales, que comenzaban a buscar soluciones sin tener todos los antecedentes ni permitir que el proceso concluyera.

En ese marco, nuestra MOE mantuvo la calma y se constituyó desde temprano en un referente, aunque también su acción se vio limitada por la necesidad de retirar observadores de algunos lugares de Puerto Príncipe ante el riesgo inminente de violencia. El Embajador Granderson abogó por permitir que se llevara adelante el proceso y el recuento y, sin perjuicio de denunciar  irregularidades fundadas, reafirmó días después la necesidad de validar la primera vuelta electoral y encabezó el Grupo de Verificación del recuento que el Presidente Preval solicitó a la OEA. 

No corresponde a este Informe detallar todo lo ocurrido durante el proceso de observación en la primera y la segunda vuelta (más concurrida y, sobre todo, mucho más normal que la segunda). El Consejo Permanente ya ha recibido el informe que entregó sobre la primera vuelta el Embajador Granderson y espera recibir el segundo una vez que se concluya el recuento. Creo que con ello completaremos una de las tareas más difíciles que nos han correspondido en los últimos años. A partir de mayo se iniciará en Haití un segundo gobierno democrático de este período y esperamos seguir cooperando con él en sus tareas futuras. 

Haití entra en este nuevo período con enormes problemas que resolver. El nuevo Presidente no contará con mayoría en ninguna de las dos ramas del Congreso, lo cual hará más difícil elegir un Primer Ministro y mantener un gobierno estable. La falta de diálogo, antes y después de las elecciones, entre las fuerzas políticas y el hecho de que tanto el partido del Presidente saliente, como del recién retornado ex Presidente Aristide estarán en la oposición, podría hacer más difícil alcanzar ese acuerdo. 

Sin embargo, la necesidad de un acuerdo de gobernabilidad, que permita dar a Haití un gobierno estable y enfrentar las enormes tareas de reconstrucción pendientes, es esencial para fortalecer la democracia en ese país. Junto con mantener en marcha las tareas y proyectos que estamos llevando a cabo, deberemos poner nuestro mayor esfuerzo en los próximos años en promover el diálogo nacional y el entendimiento político. 
SECCIÓN II. - OTROS ASUNTOS RELACIONADOS CON LA DEMOCRACIA CONTENIDOS EN LA CDI.

El Informe de 2010 se refería a una serie de acciones de la Secretaría General referidos a disposiciones de la Carta Democrática Interamericana. Sin hacer una reseña completa de lo ocurrido en los meses posteriores a mayo de 2010, es importante señalar que existen algunos temas en los que se han producido situaciones o hechos cuyo examen puede ser muy útil para la discusión acerca de la mejor forma de incrementar la efectividad de la Carta. 

1.- Cooperación y Misiones Electorales

Las misiones de observación electoral están consagradas como una tarea fundamental de la OEA en el Capitulo V de la CDI. Sin embargo, es importante constatar que, más allá del título, el texto de la Carta indica fija también a la Secretaría tareas de asesoría y apoyo a los países que las soliciten.

Estamos cumpliendo efectivamente con este doble mandato. Mientras en el último año realizamos 12 misiones de observación electoral (incluyendo dos países en que observamos primera y segunda vuelta) también las misiones de asesoría de nuestro Departamento de Cooperación y Observación Electoral realizadas a solicitud de países miembros y en cumplimiento del mandato de la CDI, han aumentado sustantivamente. En la mayoría de los casos la asesoría de refiere a temas que han surgido de la recomendaciones de las Misiones de Observación. 

De esta manera, con anticipación a las próximas elecciones generales en Guatemala estamos realizando una  Auditoria del Registro de Personas y Padrón Electoral, a pedido del Gobierno de ese país para establecen las bases para elecciones participativas y limpias. Con República Dominicana hemos suscrito recientemente un Convenio para apoyar la reforma del Código Electoral. Con Ecuador también hemos suscrito hace pocos días un acuerdo para apoyar a su Consejo Electoral 

En un esfuerzo más general para certificar la calidad de gestión de los servicios electorales  (Normas ISO) de los países miembros hemos realizado ya la certificación para Panamá y estamos en proceso avanzado de trabajo en con Costa Rica, Perú y México. En el caso de Perú estamos también cooperando en la certificación del sistema de voto electrónico. Los convenios de asesoría técnica suscritos con El Salvador y Paraguay y los de cooperación horizontal con Brasil y Argentina deben también ser mencionados. 

Con carácter multilateral, hemos realizado los Encuentros sobre Tecnología Electoral con Venezuela y recientemente la Reunión de Autoridades Electorales del hemisferio, con el apoyo del EAC de Estados Unidos. Con nuestra Comisión Interamericana de Mujeres y con ONU-Mujer hemos iniciado un trabajo conjunto para el desarrollo de metodologías de observación de la participación política de las mujeres. 

Igualmente, en las próximas semanas celebraremos en Jamaica un Encuentro sobre la Ley Modelo sobre Financiamiento Político y Electoral con los países del Caribe.

En el marco de nuestra cooperación con la Organización para la Seguridad y la Cooperación Europea (OSCE por sus siglas en inglés) tenemos también una serie de actividades de cooperación en esta área, así como con la Unión Africana, donde la presencia de miembros de nuestro Departamento en Angola en 2009 fue seguida en 2010 por una actividad similar en Togo.

2.- Programas de Mejoramiento de la Función Pública.
Al igual que en el área electoral, otros programas del área política o jurídica de la Secretaría General van complementando crecientemente sus tareas de observación y verificación, con la acción concreta en apoyo a países miembros para el mejoramiento de la gestión pública y, por ende, fortaleciendo la gobernabilidad. Ello se refleja incluso en el cambio de nombre del Departamento de Reforma del Estado, que ha pasado a llamarse Departamento de Gestión Pública Efectiva, precisamente para reflejar el cambio de orientación en ese sentido. 

El Departamento tiene hoy proyectos de modernización y gestión pública en Bolivia y Paraguay, que intentan articular Democracia y Desarrollo a través del funcionamiento más eficaz de la institucionalidad democrática y del Estado en general. Es importante señalar que no vamos a los países con una “receta” a formular nuestras propias propuestas o modelos de organización y gestión, sino que ponemos nuestra capacidad técnica e institucional al servicio de las prioridades y los objetivos de desarrollo de los países.

Esperamos en los próximos meses, en la medida en que existan los recursos disponibles para ello, comenzar a trabajar en programas similares en al menos un país centroamericano y otro del Caribe. 

3.- Programa de Cooperación en Probidad y Combate contra la Corrupción.   

El MESICIC ha concluido su Tercera Ronda de Evaluación, con lo cual la mayor parte de los 28  países que participan de este Sistema de evaluación de pares  han sido ya evaluados al menos una vez. Lo importante es verificar, en todo caso, de qué manera han ido progresando nuestros países en materia de transparencia y adoptando normas cada vez más exigentes en la materia y como ello se va reflejando en las evaluaciones internacionales y en las percepciones de la opinión pública. 

Para ayudar a los países a cumplir las recomendaciones que surgen de estas evaluaciones y apoyar a los Estados en el combate a la corrupción mediante distintos mecanismos de derecho internacional y otros de aplicación de las normas convencionales en el derecho interno, la Asamblea General ha creado el Programa de Cooperación en Probidad y Combate contra la Corrupción. Este Programa presta servicios de asesoría y secretaría técnicas al MESICI y apoya a apoya a los Estados mediante programas y proyectos de cooperación técnica para la implementación de la Convención y, en particular, de las recomendaciones que les formule al respecto el Comité de Expertos del MESICIC. 

En relación directa con los países, también difunde los desarrollos dados en materia de transparencia en la gestión pública y cooperación contra la corrupción en el marco de la OEA y los Estados Miembros, y facilita el intercambio de información entre autoridades con responsabilidades en áreas específicas relacionadas con la transparencia en la gestión pública y las políticas de prevención, investigación o persecución de actos de corrupción. Igualmente promueve la cooperación, el intercambio de información y el desarrollo de actividades conjuntas, en áreas relacionadas con la transparencia en la gestión pública y el combate contra la corrupción, con otras organizaciones internacionales (ONU, OCDE, Consejo de Europa, bancos multilaterales).

La participación de la sociedad civil en los procesos de evaluación le da al Mecanismo de Seguimiento la transparencia y credibilidad que requiere. Por ello, el Programa propicia la participación y contribuciones de la sociedad civil en las actividades nacionales y desarrollos dados a nivel hemisférico relacionados con la transparencia en la gestión pública y el combate contra la corrupción, incluidos los que se llevan a cabo en el MESICIC. 

Hace pocas semanas se realizó en Brasilia la Reunión de los Estados Partes de la Convención Interamericana contra la Corrupción, cuyos resultados están disponibles para los miembros del Consejo Permanente.

4.- Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas.  

Este Programa representa una propuesta concreta al anhelo expresado por los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) por preservar y promover la cultura e instituciones democráticas a través de la educación. Concebido como una alianza hemisférica conformada por ministerios de educación del continente, organizaciones de la sociedad civil, y la academia, el Programa brinda herramientas prácticas a los Estados miembros para llevar a cabo los mandatos consignados en los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana y para respaldar el papel central de la educación como fundamento de la democracia, la justicia social y el progreso expresado en los capítulos II y VII de la Carta de la OEA. 

Desde su adopción en el 2005 a la fecha, el Programa Interamericano ha beneficiado a los 34 Estados miembros de la OEA a través de seminarios de intercambio de información y buenas prácticas; cursos en línea para la capacitación de maestros en los principios de la Carta y cómo transformar el aula en un espacio más democrático y para la construcción de capacidades en la evaluación de políticas y programas de educación para la ciudadanía; misiones de asistencia técnica para el intercambio de buenas prácticas entre dos o más Estados con participación de organizaciones de gobierno y de la sociedad civil; informes sobre políticas nacionales y programas de educación ciudadana; siete boletines en línea sobre diversos temas; seis números de la Revista Interamericana de Educación para la Democracia; y la realización en asocio del Foro Regional sobre los resultados del Sistema Regional de Evaluación y Desarrollo de Competencias Ciudadanas. 

En el 2011 el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas celebra el Décimo Aniversario de la Carta Democrática Interamericana con una serie de actividades que incluyen un Foro de Alto Nivel sobre “El rol de la educación en valores y prácticas democráticas en la sustentabilidad de la democracia en las Américas”, el lanzamiento de una nueva ronda del Fondo de Cooperación Horizontal para Misiones de Asistencia Técnica, el lanzamiento de dos nuevos números de la Revista Interamericana sobre Educación para la Democracia y del boletín en línea, la finalización del proyecto “Educación para Niños, Niñas y Jóvenes Migrantes” y la celebración del Foro Regional “Armando Paz”, entre otras actividades. 

Durante sus primeros seis años de existencia, el Programa Interamericano ha recibido el apoyo técnico de todos los Estados miembros de la OEA y el apoyo financiero de los gobiernos de Canadá, Colombia, Estados Unidos y México, y de organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales 
5.-  Derechos Humanos 

El reciente diálogo entre el Consejo Permanente y al Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, que fue además precedido por una reunión de Países Donantes en Ottawa con la Comisión de Derechos Humanos, han generado un diálogo importante en nuestro Consejo Permanente, que debe mantenerse. Nuestro sistema de Derechos Humanos, incluyendo Comisión y Corte y al cual contribuyen también de manera importante otros organismos, como al CIM o el Instituto Interamericano del Niño, es uno de los mejores del mundo en lo que respecta a su conocimiento de casos de violaciones a los derechos humanos y descansa en principios de universalidad, igualdad y autonomía que debemos respetar siempre. 

Para fortalecer la CIDH y la Corte debemos propender a su universalidad, llamando a todos los países a firmar y ratificar la Convención Americana y los demás instrumentos de la OEA en materia de Derechos Humanos; promover la aceptación de sus recomendaciones y, en el caso de Corte, la obligatoriedad de sus sentencias; y seguir buscando formas para financiar su actividad.

Pero también es preciso reconocer y creo que esto se ha ido haciendo más visible en los últimos años, que no estamos cumpliendo uno de los objetivos principales del sistema, establecido claramente en la Convención Interamericana, cual es el apoyo que debe prestar a los países en el fortalecimiento de sus normas y prácticas de respeto a los derechos humanos
/. 

Cuando la CIDH comenzó a funcionar este era considerado un propósito fundamental, reiterado en la Carta y en la Convención. Pero las necesidades que provenían de la existencias de numerosas dictaduras y conflictos internos, con violaciones reiteradas que era necesario atender. De allí que el carácter defensor de la CIDH y su función jurisdiccional se transformaron en el quehacer principal de la Comisión. Si bien los Informes de Países y la creación de Relatorías sobre temas críticos han incrementado positivamente las funciones de la Comisión, es necesario cumplir más adecuadamente con la función de promoción y, sobre todo, con la asesoría que los gobiernos democráticos requieren para abordar problemas delicados desde el punto de vista de los derechos humanos, contando con el respaldo que les puede proporcionar la reconocida capacidad técnica de la OEA en la materia. 

En otras palabras, el fortalecimiento de la democracia en la región requieren que el  sistema de Derechos Humanos que no solamente vigile el comportamiento de los países en la materia y reúna evidencias acerca de los problemas que aún subsisten, sino que también promueva y asesore a los estados en la dictación de normas y la formulación de políticas concretas; y que les brinde asesoría para la solución de problemas que involucren temas de derechos humanos. Necesitamos un sistema que equilibre la acción jurisdiccional con la acción de promoción de los derechos humanos, al igual que lo hacemos con otros sistemas de verificación y asistencia (electoral, corrupción, drogas, etc.) que combinan la supervisión con la asistencia técnica.

El diálogo que se inició durante las últimas semanas debería continuarse, con la Corte y la Comisión, durante la próxima Asamblea General a fin de abordar los problemas de fondo pendientes, en pos de nuestro objetivo común de fortalecer el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

6.- Comisión Interamericana de Mujeres. 

La CIM ha adquirido un importante dinamismo en el último período, impulsada por el importante trabajo de seguimiento de la Convención de Belem do Para, pero también por el esfuerzo desarrollado hacia otras dimensiones del tema de género, principalmente las de autonomía política y autonomía económica de la mujer.

La creación de UN Mujer ha tenido mucho que ver con ese impulso, al permitir que todas las organizaciones de mujeres de Naciones Unidas y las regionales, como la nuestra, apunten en la misma dirección. El reciente Foro Hemisférico “Liderazgo de las mujeres para la democracia de ciudadanía” alcanzó una importante convocatoria, que debería impulsar mayores acciones en la materia.

Lo importante es que el trabajo de la CIM se oriente hacia el desarrollo de políticas concretas para que las ideas acerca de la participación política igualitaria de la mujer, la plena autonomía  económica en sus dimensiones de acceso, remuneración, protección social y participación directiva de la mujer, y la prevención y sanción de la violencia de género, se vuelquen en políticas concretas para mejorar la condición femenina en la realidad concreta de los países. Una frase de Michelle Bachelet, pronunciada en Washington en estos días debería servirnos de guía: “Debemos aspirar algo más que recoger evidencias”.

Este es el concepto que une al conjunto de los temas que hemos tratado en este capítulo. He señalado muchas veces que el éxito de la Carta Democrática Interamericana no se consigue a través de la medición de transgresiones, ni de la aplicación de sanciones. Este es el concepto que une al conjunto de los temas que hemos tratado en este capítulo. He señalado muchas veces que el éxito de la Carta Democrática Interamericana no se consigue a través de la medición de transgresiones, ni de la aplicación de sanciones. La función de la CDI es promover el desarrollo de la democracia en sus distintas dimensiones: las elecciones democráticas, el fortalecimiento de la función pública, el aumento de la probidad y la transparencia, mayores niveles de seguridad, la vigencia cada vez mayor de los derechos humanos, la efectiva igualdad de género, menor desigualdad (o inequidad), son sólo algunas de estas dimensiones. El trabajo de la OEA en cada una de ellas se funda en acuerdos y convenciones que nuestros países han aprobado y suscrito. 
 

Nuestra tarea es dar seguimiento a esos principios comunes, verificar su cumplimiento, identificar las fallas y apoyar permanente a los países en su esfuerzo por corregirlas. En el capítulo siguiente propondremos algunas ideas en esa dirección.

SECCIÓN III.- ALGUNAS IDEAS SOBRE EL TEMA DE LA EFICACIA DE LA CARTA DEMOCRATICA INTERAMERICANA. 

1.- El Contenido Fundamental de la Carta Democrática Interamericana.

Hace algunos días, en la Reunión Anual del Banco Interamericano de Desarrollo, el Secretario General Adjunto de la OEA, Albert Ramdin, señaló en su discurso que el objetivo primordial de esta Organización, el más importante y antiguo foro político de nuestro hemisferio, es “promover la democracia para alcanzar la paz, la estabilidad y la prosperidad de los pueblos de las Américas” y agregó que “queremos gobiernos democráticos en la región y que la democracia se practique”.

Estas palabras, que comparto completamente, explican la razón por la cual la Carta Democrática Interamericana, suscrita hace casi diez años en el día aciago del 11 de septiembre de 2011 como  una resolución de la Asamblea General, ha llegado a tener para nosotros y para los ciudadanos y ciudadanas de nuestra región una importancia mayor que muchos de los tratados y otras resoluciones que alguna vez hayan suscrito. Esto ocurre porque, ubicada en el momento histórico que hoy vivimos, ella se ubica en el centro de los anhelos y demandas de los ciudadanos y ciudadanas de las Américas quienes sienten, como lo dice su primer artículo, que “tienen derecho a la democracia”. Esta frase no se refiere solamente al derecho de elegir a sus gobernantes, sino también a ser gobernados con pleno respeto a sus derechos humanos, a tener gobiernos estables y eficaces, a vivir en paz y seguridad y a prosperar, ellos y sus hijos, en  sociedades libres.

La democracia de origen y de ejercicio es nuestro principal objetivo, un objetivo común que nuestros Estados suscribieron y del cual todos somos parte. Es ese objetivo el que queremos ver perfeccionado y protegido en nuestra comunidad hemisférica. Fue también la voluntad de dejar plasmado ese ideal lo que llevó a los autores de la Carta a incluir,  en los tres primeros capítulos,  los valores que quisiéramos ver plasmados en todos nuestros regímenes democráticos. 

Por eso me he referido a la CDI, en otras ocasiones, como “el programa de la República Democrática”. Como todo programa político, la CDI es un objetivo que se quiere alcanzar y probablemente nunca se obtenga por completo. Sin embargo, la Carta permite,  a quienes tenemos la obligación de vigilar su cumplimiento,- usarla como paradigma para ver cuánto han avanzado nuestros países en esa dirección.

La primera obligación que tenemos a partir de la Carta Democrática es promover, en todos los planos, los principios que ella contiene. La Carta no fue concebida para castigar a los países miembros, ni para condenarlos por las fallas que ellos puedan exhibir en su desarrollo democrático. La construcción de democracia es un proceso en marcha, que siempre es posible de mejorar y para ello es necesario poner los mayores esfuerzos. Como hemos tratado de demostrar en el capítulo II de este informe, nuestra acción consiste en proponer metas comunes en cada tema, acordarlas colectivamente, establecer mecanismos de seguimiento y evaluación y, cuando sea el caso, apoyar a los países en su esfuerzo por mejorar en cada uno de los rasgos democráticos contenidos en la Carta.

Sin embargo, también es necesario ocuparse de las transgresiones, sobre todo cuando éstas tienen una magnitud que amenaza con dañar gravemente el orden constitucional democrático en algún Estado miembro. Es muy claro que los autores de la Carta Democrática no pretendieron ocuparse de cualquier transgresión, sino solamente de aquellas que pudiesen afectar gravemente la institucionalidad democrática de los países. 

Dicho sentir fue evidente en el mandato que entregaron los Jefes de Estado y de Gobierno en la Tercera Cumbre de las Américas en Quebec City, Canadá, en 2001, en el cual indicaron de manera explícita que las graves amenazas y rupturas a la institucionalidad democrática van más allá de los golpes de Estado. 


“ … El mantenimiento y fortalecimiento del Estado de Derecho y el respeto estricto al sistema democrático son, al mismo tiempo, un propósito y un compromiso compartido, así como una condición esencial de nuestra presencia en ésta y en futuras Cumbres. En consecuencia, cualquier alteración o ruptura inconstitucional del orden democrático en un Estado del Hemisferio constituye un obstáculo insuperable para la participación del Gobierno de dicho Estado en el proceso de Cumbres de las Américas. Tomando debidamente en cuenta los mecanismos hemisféricos, regionales y subregionales, existentes, acordamos llevar a cabo consultas en el caso de una ruptura del sistema democrático de un país que participa en el proceso de Cumbres.


Las amenazas contra la democracia, hoy en día, asumen variadas formas. Para mejorar nuestra capacidad de respuesta a estas amenazas, instruimos a nuestros Ministros de Relaciones Exteriores que, en el marco de la próxima Asamblea General de la OEA, preparen una Carta Democrática Interamericana que refuerce los instrumentos de la OEA para la defensa activa de la democracia representativa.” (subrayado nuestro)

Por cierto que preocupó a nuestros gobernantes evitar que la CDI fuera usada como un pretexto en cualquier situación para afectar la soberanía y autodeterminación de los países miembros. 

Es por eso que la descripción de situaciones definidas en los artículos 17 a 21 de la CDI alude a situaciones extremas como las siguientes: “cuando está en riesgo su proceso político institucional democrático o su legítimo ejercicio del poder “ … (17);  “cuando se produzcan situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder (18); … “la ruptura del orden democrático o una alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático” (19); “una alteración del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático…” (20);  “la ruptura del orden democrático en un Estado Miembro” (21).

Igualmente, las acciones definidas en esos artículos se dirigen a “preservar y fortalecer la institucionalidad democrática” (18); “a promover la normalización de la institucionalidad democrática”(20); o “el restablecimiento la institucionalidad democrática”  (21).

En cada uno de esos casos delimitados por la Carta Democrática Interamericana, el texto auténtico de la Declaración de Quebec, incluye una  clara referencia a las “distintas formas” que pueden asumir las amenazas a la democracia”… y a la necesidad de una “defensa activa”. 

Por otra parte, la CDI limita en otro sentido las posibilidades de acción colectiva sujetándola en casi todos los casos, a la voluntad de los gobiernos. En el artículo 17, la iniciativa corresponde al gobierno “que considere que está en riesgo su proceso político – institucional…” recurrir a a la OEA. En el artículo18, para poder actuar, el Secretario o el Consejo Permanente deben contar “con el consentimiento del gobierno afectado”. Sólo en los artículos 20 y siguientes, cuando ya se haya producido “la alteración el orden constitucional”, cualquier Estado miembro puede solicitar la actuación del Consejo y la puesta en marcha de un mecanismo de defensa 

En otros términos, mientras subsista el orden constitucional, la iniciativa corresponde al gobierno. Pero cuando el orden ya ha sido alterado, la iniciativa de acción queda abierta a cualquier Estado y a las decisiones que determinen el Consejo Permanente y la Asamblea General de la OEA. 

La conclusión es evidente: la CDI respeta plenamente la soberanía de los Estados miembros y sólo permite que los cuerpos políticos de la Organización actúen–sin el consentimiento previo ó explícito del Estado miembro afectado-  cuando se haya producido ya una “una alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático…”. 

No es efectivo, entonces, que sólo el gobierno del Estado miembro afectado pueda recurrir a la Carta Democrática Interamericana. De hecho, esto constituye un límite importante que impide a la Organización actuar antes de la ruptura. Pero cuando ésta ya se ha producido, las posibilidades de acción se abren a otros actores, al menos a otros Estados. Tal vez eso sea considerado insuficiente y se desee discutir algunas de las propuestas hechas en los informes anteriores para permitir el acceso a otros poderes del Estado o facilitar la acción de la sociedad civil. Sin embargo, esto significaría introducir modificaciones a la Carta, algo que el Consejo ha preferido evitar en esta ocasión.
2.- Algunas Limitaciones que Podrían ser Subsanadas en el Debate

Hay en cambio algunos obstáculos a la eficacia de la Carta que podrían abordarse sin necesidad de reforma alguna en su texto original.

2.1.
La ausencia de una definición fundamental. 

La primera pregunta que la Carta no responde es ¿Cuándo se entiende que se ha producido la “grave alteración constitucional” o la “ruptura del orden democrático”? 

Este tema fue tratado ya en el Informe de 2007, pero si se trata de dar más efectividad a la Carta - sin modificar su contenido, vale la pena reabrirlo. 

Es claro que hay una ruptura grave de la democracia cuando se produce un golpe de Estado. Sin embargo, de acuerdo a la Declaración de Quebec, las amenazas a la democracia adquieren formas “variadas” y requieren una “defensa activa”. Algunas formas que parecen indiscutibles como un fraude masivo y comprobado en una elección, el cierre inconstitucional de un poder del Estado, la violación masiva de derechos humanos o el cierre de un número sustantivo de medios de comunicación. No se trata de hacer una enumeración exhaustiva, sino de imaginar algunas situaciones que se refieran a una sustantiva reducción del ejercicio democrático. 

Un consenso sobre esta definición, aún limitado a algunos eventos, fortalecería la efectividad de la Carta. No tener una definición acordada de los casos de ruptura grave que sea coherente con la amplitud de la definición de democracia es un obstáculo grave. 

Una definición de este tipo permitiría enfrentar adecuadamente los llamados infundados a que la OEA actúe en todo tipo de situaciones. Dicho de otra manera, creo que en estos últimos años han existido algunas violaciones visibles de la legalidad democrática en algunos países; pero salvo el golpe en Honduras no creo que ninguna de ellas podría calificarse como una ruptura grave que pudiera justificar la acción colectiva. Una definición más clara de los motivos para actuar colectivamente permitiría aclarar lo que quisieron los Estados cuando aprobaron la CDI: restringir la acción colectiva sólo a los casos más graves y evitar usar la Carta para cualquier situación.

2.2.
La necesidad de actuar preventiva y no reactivamente.

Un segundo obstáculo, que no se ve en el texto, sino en la práctica, surge de la comprobación clara de que es más fácil actuar a tiempo para contener una amenaza de ruptura de la democracia que restablecer el orden democrático una vez que la ruptura grave se ha producido. Hemos expuesto en varios documentos los casos en que la intervención oportuna de la OEA a pedido de un país miembro permitió desactivar crisis o amenazas incidentes y ayudó así a mantener la paz interna. El caso de excepción fue, precisamente, el de Honduras, en que el gobierno del Presidente Manuel Zelaya sólo solicitó la acción de la OEA en el marco de la CDI menos de dos días antes del golpe de Estado de 28 de Junio de 2009. 

Como resultado, se adoptaron duras sanciones en contra de Honduras, cuya suspensión se ha prolongado por casi dos años, sin que hayamos conseguido cerrar esa crisis. 

Estoy convencido de que una acción preventiva de nuestra Organización pudo evitar el golpe y la mayor parte de los graves efectos que él ha producido. El Consejo debería examinar la posibilidad de que la Secretaría, de manera incluso más informal, pueda llevar adelante acciones de prevención y diálogo en países en los cuales se prevea la existencia de una crisis. Cuando ello se ha hecho, los problemas se han superado y nadie puede decir seriamente que ha existido alguna forma de actuación “indebida”.

2.3.
La ampliación de la información y discusión en el Consejo.    Un tercer obstáculo es la falta de disposición por parte de muchos estados a discutir o explicar sus situaciones internas, prefiriendo alegar que cualquier pregunta sobre ello constituye una injerencia indebida en sus asuntos internos. Cuando un asunto es de conocimiento público o ha sido levantado por diversos medios y organizaciones no gubernamentales, es inevitable que el sea objeto de un debate. Y ¿qué mejor lugar para llevar a cabo esa discusión que el principal Foro Político de los países de América? 

Un excelente ejemplo positivo está en la actitud asumida por el Gobierno del Presidente Evo Morales de Bolivia, que concurrió varias veces (dos de ellas por medio de su Canciller) a entregar información sobre el proceso en marcha en su país, en especial en momentos críticos de confrontación. El resultado de esta actitud abierta ha sido el permanente apoyo que el Consejo Permanente ha brindado al proceso de cambio en Bolivia, que no ha dudado en seguir trayendo a este Consejo información acerca de los avances del proceso. 

Lejos de poner frenos a un debate sobre cualquier situación, que sólo a veces se cuela en la parte relativa a “otros asuntos” y provoca la irritación de los aludidos, el Consejo debería estimular la información y el debate entre sus miembros, cuando en los países de la región se producen hechos controversiales o que al menos son presentados como tales. Hay muchos asuntos relacionados con los principios de la CDI que no califican para ser objeto de tratamiento especial, ni mucho menos de acción colectiva. Pero un buen debate en el Consejo acerca de ellos contribuiría a explicarlos y a generar confianza y sentido de cooperación entre los países miembros. 

2.4.
Un mayor uso de las “evaluaciones entre pares” en el seguimiento de los temas de la CDI.

Se ha hablado mucho acerca del establecimiento de mecanismos seguimiento de la Carta Democrática, de informes periódicos acerca de la marcha de la democracia en los países, incluso de la creación de un “relator” de la democracia, como existen en la Comisión de Derechos Humanos. 

Esas ideas de seguimiento general pueden ser buenas, pero creo que no serán aplicables mientras perduren los desentendimientos y las desconfianzas acerca de las intenciones con las cuales esa evaluación se llevaría a cabo.

Pero existe un mecanismo probado en distintos aspectos de la actividad de la Organización: el MEM en materia de drogas; el MESICIC en corrupción; el MESECVI en violencia contra la mujer. La segunda Sección de este documento pone énfasis en el ciclo virtuoso de promoción de la democracia, que va desde la dictación de normas compartidas, a la verificación y evaluación de su cumplimiento, a la cooperación multilateral para corregir defectos y errores. 

Algunos otros temas de discriminación, de libertad de expresión, de acceso a la justicia, podrían ser objeto de mecanismos similares, que permiten a los países presentar sus propios informes, consultan la opinión de la sociedad civil, dan espacio a los demás participantes para dar su opinión y  alcanzan conclusiones útiles para los países evaluados. La Secretaría debe estar preparada, además, para prestar cooperación a los países que la soliciten, para mejorar los aspectos objetados por el mecanismo de evaluación.

5.5  A Modo de Conclusión.

El objetivo de este debate, compartido por todos, es aumentar la eficacia de nuestra Carta Democrática Interamericana. Ella ha sido motivo de diversas interpretaciones en los últimos años. 
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CONSEJO PERMANENTE

 

Por una parte, concurren a la OEA distintos grupos o sectores de oposición de los países, a exigir que “se le aplique la Carta” a sus gobiernos, sin entender muy bien cuáles son los contenidos. 

Por otro lado, hay quienes rechazan cualquier uso de la CDI, argumentando una supuesta contraposición con la Carta de la OEA, especialmente con los principios de no intervención consagrados en ella. Aunque estos alegatos se suspendieron temporalmente para alcanzar consensos en la situación obviamente inaceptable de Honduras, en que algunos países hasta propusieron una intervención de mayor envergadura, ellos han resurgido incluso para poner cuestionamientos a un tema taxativamente mencionado en la Carta, cuales son las Misiones de Observación Electoral.

Perjudica a la OEA la imagen de un “doble estándar” que se difunde en la región; una OEA dispuesta a actuar con energía para algunos casos y dejar otros de lado.

Aclaro que no comparto esa imagen. Creo, como lo dije antes, que se han atendido en este período, las situaciones de crisis que han surgido, con los instrumentos que la CDI y la Carta de la OEA proporcionan. Pero creo también que, si todos compartimos los objetivos democráticos de la Carta de Lima, es preciso esforzarse por darle cumplimiento de buena fe. Y espero que este debate del Consejo sea la ocasión para ello.
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�.	Véase CP/Doc.4546/11 Rev. 2  “Propuesta de la Presidencia del Consejo Permanente para dar cumplimiento a los mandatos contenidos en los párrafos operativos 13 y 14 de la Resolución AG/Res. 2555 (XL-O-10) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”  (aprobada durante la sesión celebrada el 30 de marzo de 2011).


�.	la Convención Americana de Derechos Humanos de 1969 que en su art. 41 establece que 





“La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones:… 


b.- Formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 


…


e.- Atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten;”
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